
12 13 agosto 191n B. O. éIel E.,......g-upl. al numo 193

18420

cortoce que la cuestión es dudosa; Es verdad que la exigencia.
. de motivación no puede resultar de la apilcación de las norm.as
relativas ai procedimiento administrativo y de ~a. necesidad de
ofrecer una fundamentación a los actos administrativos. Sin em­
bargo cuando se coarta, como en este caso, el libre ejercicio
de los derechos reconocidos f'Ór la Constitución, el acto es
tan gra.ve que necesita encontrar _una especial causalizaci6n y
el hecho o el conjunto de hechos que lo justifican deben expil­
citarse con el fin de que ~os destinatarios conozcan las razones
por las cuales su derecho -se sacrificó y los intereses & los que
se sacrificó. De éste modo. la motivación es no sólo' ·una ele­
mental cortesia: sino un riguroso requisito dei acto de sacri­
ficio de los derechos.

XV. El juicio sobre la corrección de la llamada .elecclón
de nivel. es un luido sobre su ·razonable ajuste a la9'- circuns­
tancias y sobre la observancia de la regla de la proporciona­
lidad de los sacrificios. La decisión debe tomarse teniendo en
cuenta la extensión. de la huelga, la ·duración prevista, la que
ya hubiese tenido. las necesidades que en la concreta coyun­
tura existan, sin olvidar ni desoir la oferta de mantenimiento
o de preservación de servicios que los convocantes de la huelga
y las organizaciones sindicales hayan hecho. 5610 conjugando
todos estos crHerios, y haciéndolo con Un criterio restrictivo,
la excepcional potestad que B la Autoridad gubernativa se con­
fiere. se ejercita de una manera funcionalmente correcta.

Como ha quedado establecido en este proceso, para examinar
este Dunto, en cuantos casos la cuestión le sea sometida, podrá
este Tribunal recabar todo tipo de pruebas tendentes a esta-'
hIecar la real justificación de· !as medidas que se adopten o
se hayan adoptado y la proporcionalidad de los sacrificios im­
puestos a los huelguistas y 'a los usuarios de los servicios,' pues
es daro que entre- unos y otros debe existir siempre una ra·
zonable proporción. No es cierto, por ello, que la opción por.
uno u otro nivel dentro del P~an se efectúe dentro de un marco
de discrecionalidali técnica no susceptible de controi por lÍste
Tribunal. .

XVI. Para concluir nuestro análisis. hay que resolver aún
una ultima cuestión, que es establecer a quién compete o
sobre- quién pesa, en un caso- como el presente, la carga de
la prueba. Este problema. se p!antea, ~si: ¿es la representación
del Gobierno quien tiene que demostrar que los actos de reS~
triceión de derechos constitucionales tuvieron plena JUStifica.
ción o, al revés, son los impugnantes de tales actos y por ello
demandantes de amparo q~nes tienen que demOstrar la falta
de justificación de los actos del poder? Aun cuando una mimé­
tica aplicación de las reglas generales sobre distribución .. del
onus probandl [actorem non probanta reus est absolvendusJ
parecería inclinar el Animo en favor de la tesis de que el de­
mandante del amparo, en cuanto actor, tiene que probar 10
injustificado de la lesión de su derecho, como hecho constitu­
tivo de -su p!opia· demanda. un examen más- atento nos debe
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El Pleno 'del Tribuna.l Constitucional, compue~to por don
Manuel Garcia-Pelayo y Alonso, Presidente, don Jer6nimo Aro­
zamena Sierra, don Angel Latorre Segura, don Manuel Diez
de Velasco Va.llejo, don Francisco Rubio Llorenie, doila Glorla
Begué Cantón, don Luis Diez Picaza, don Francisco Tomás y
Valiente, don Rafael Gómez-Ferrer Morant.. don Angel Escu­
dero del Corral y don Plácido Femández Vlagas, Magistrados,
ha pronunciado

. EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

EI¡ el recurso de lnconstltucionalldad promovido po~ don
Néstor Padrón Delgado y. cincuenta y tres Diputados mas, re­
presentados por el COmisionado don Félix Pons lrazazábal, con­
tra los articulos 36, 37, 38 Y 43 de la Ley 74/1980 de 29 de' di­
ciembre. de Presupuestos Generales de\. Eetado para 1961, por.
infFacción, respecto al primer ....tlculo citado, de los 134.7 y 31.1
de la Constitución, y respecto a los atrae tres artlculos, de lo
dklpuesto en dicho articulo 134.7 de la Constitución, también
contra la disposición adicional 5." de la propia Ley 74/19S0
por infracción de lo dispuesto en el articulo 9.3 de la. Cons­
tituciÓn, en el que ha comparecIdo el Gobierno, representada
por el Abogado del Estado, siendo Ponente el Magistrado don
Plácido Fernández Vlagas. . .

l. ANTECEDENTES

1. El dla 27 de marzo de 19S¡' le presentó ante este Tribu­
nal por don Félix Pons lrazazilbal, como comisionad.o de cin­
cuenta y. cuatro' Diputados, escrito Il9r el que, en dicha "'~
present"<:lón -acreditada con copta de escritura de poder y
comisión_ interponla. recurso de lnconstitucionalidad contra
los a.rtfculos 36, :rr. 36 y 43 de la. Ley 74/1980, de 29 de diciem-

llevar a la conclusión contraria, esto 811, a la Idea de que
cuando se ha producido una limitación o un parcia' sacrificio
de derechos básicos que la. Constitución reconoce a los ciuda.­
danos, .. dado que el supuesto que se produce es modificativo o
extintivo de tales derechos, la autoridad que realiza' el acto
debe estar en todo momento en condiciones de ofrecer ra jus­
tificación. 10 anterior no significa corno es obvio negarle a la
autoridad la prerrogativa da probidad y de actuación racional,
Significa simplemente que la '.Imitación del derecoho es una
excepción puesta a su normal ejercicio, V que la prueba de las
excepciones compete siempre al demandado. .

XVII. Las consideraciones que han sido hechas hasta' aqul
conducen, como e9 ya obvio, a .una. doble conclusión: que no
ha existido lesión de los derechos de" los recurrentes porque
se haya elaborado un Plan para ser aplicado en lOS casos de
huelga, pero que la ha habido, al haberse puesto en marcha
del modo en que lo fue el llamado -Nivel 2. en la ocasión
concreta a que este asunto se refiere. Como la petición quEi.
los r~currentes hicieron fue que se anularan las Circulares 450
y 451, tal petición ha de acogerse parcialmente por lo'que se
refiere a la. Circular 451. siÍl que haya' lugar a realizar ningún
otro pronunciamiento por no haber sido éste solicitado. aun
cuandQ del cuerpo de esta Sentencia resulte evidente el reco~
nacimiento del derecho de conformidad con su 'contenido cons­
tituciona'mente declarado.

FALLO:

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional.
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUC10N
DE LA- NACION ESPAÑOLA," .

Ha decidido:

Estimar parcialmente el recurso. de amparo interpuesto por
la Federación de Comisiones Obreras de Tr~nsporte~'y Cornu·
nicaciones y por don ·Manuel .Fernández Cachán y sus litis
consortes y declarar la nulidad' de la Circular 451 de la Dele·
gación . del Gobierno en RENFE establecida con fecha 15 de
febrero de 1980 por don' Enrique de Aldama y Mlftón como
Director general de la Red de los Ferrocarriles Espailoles, en
la cual dicha Dirección General' acordó el Hamado ."'ivel 2.
para ser apllcado.a una hue'ga de setenta y dos h9ras a.nun­
ciada por el Comité de Empresa de RENFE para l~s cero horas ..'
un minuto del 20 de febrero de 1980 y hasta las veinticuatro
horas del mismo· mes.

Publiquese esta Sentencia en el .Bolelin Oficia. del Estado-,
Dada en Madrid a 17 de julio de·19St.-JerÓnimo A~ozamen4

Sierra.-francisco Rubio Llorente~-Lui3,Dfez-Pkazo',-Francisco
Tomas y Valiente.-Placido Fernández Viagas.-Antonlo Truyo\
Serra.---:Firmados y rubricados.

bre, de Presupuestos Generales del Estado para 1981, por In­
fracdón, respecto' al primer artículo citado, de los 134.7' Y 31.1
de la Constitución Y. respecto a los otros tres articulas. de lo ,
dispuesto en dicho articulo 1~4.7 de la Constitución; el recurso
de 'inconstituclonalidad se dirigía también contra la. disposición
adicional 5.' de la propia Ley 74/198() por infracción de lo
dIspuesto en el articulo 9.3 de la Constit\lclón. .

En el escrito de recurso se pedla a este Tribuna.l que, iras
los trámites procesales que fueran procedentes. Se dictase sen­
tencia declarando la inconstitucionalidad de las dis¡¡osiciones.
citadas y, consiguientemente, su nulidad.

El escrito contiene una serie de consider\lclones sobre juris­
dicción, competencia, legitim,,<:lón y representación ir expone
los fundamentos jurldicos de fondo- que pueden sintetizarse asi:

1.° La inconstituclonalid8.d de los cuatro articulas citados
SIl fundamenta, como aoaba de de¡:lrse, en el articulo 134.7 de
la Constitución. en cuanto éste establece que .la Ley de Pre­
supuestos no- puede crear tributos. Podrá modificarlos cuando'
una Ley trIbutaria as! lo preve... Para el recurren te, las ra­
zones que han determinado 18 presencia de este articulo en
el texto constitucional pertenecen a das categorías distintas:
lae de la tradición histórlco-legislatlva y las derivadas de la
propia sistemática de la Constitución.

En relación a las primeras, cita diversos precedentes, a. par~
tlr de la Ley de Admin~'ltración de la Hacienda Pública.

Además de estas rezones histórico-iegislativas -sIempre se- •
gún_ el recurren!&- el articulo 134.7 de la Constitución t1ende ..~
a evitar .ei arbitrismo. en materla tributarla. que pudiera­
derivars" de la celeridad del debate presupuestario. y atiende
a¡ carácter de .pacto económico- que asume hoy la Ley de .,
Presupuestos. y, como' estiman algunos autores, la previsión e
de dicho artlculo 134.7 se desprenderla de la propia naturaleza.
exclusivamente formal, de la Ley de Presupuestos.

En cuanto al contenido del tantas veces citado precepto,'
constitucional, su obieto ,seria doble: garantizar que la plena.
competencia del Parlamento, en materia tributerla, se ejerza
sin trabes y asegurar el respeto de loe principios constitu­
cionales a que los tributos han de servir. consagrados básica­
mente en el articulo 31.1 de 1& Constltución, que dispone. que
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prestacionee, ,., de no hacerlo, el Estado concederia la opor­
iuna subvención,

Pero -según el escrito de recurso- la Ad.m1nistración en­
tendia que lo que 1& Ley ga,ranUZ&ba eran ·las prestaciones
en· la cuantía corresponcUente al 31 de diciembre de 1973 mien~
trae que el Reglamento General del Mutualismo Administra-­
tivo (Decreto de 18 de marzo de 1970} estableció la conser.
vación de los derechos adquiridos .0 en curso de adquisi­
ción" .en dicha fecha, • la que se remitía el tipo de cotiza.
ción. siendo la base de COtizaciÓD 1& que resultara en cada
momento, de acuerdo con 1&11 normas que en aquella fecha le
encontraran en vigor en la Mutualidad respectiva. La MUFACE
adoptó el criterio general de que -el cileulo de prestaciones
y cot~aciones Be efectúe de acuerdo con el régimen jurídico

establecido- en los Estatutus vigentes en 31 de diciembre de
1973 y no por las cuanUas estatutarias de cotización y presta­
ciones que fueran aplicables en· 8680 fecha. El Decreto de 2D de
diciembre de 1978 pretendió zanfar la cuestión disponiendo
que .a partir del 1 de enero de· 15179 l.aa Mutualidades integra.
das no podrAn modificar las cuantías vigentes al 31 de di­
ciembre de 1978, las cuales tendrán el caracter de provisiona,.­
les. y, por esta na, congeló 1& cuantía de las prestaciones.
Este Decreto fue recurrido por la propia MUFACE ante eI"Tri­
bunal Supremo, en 1& via Contencioso-Administrativa, recurso
que se halla en tramitación.

Pues bien, la disposición adicional S,· de la Ley 7(/1980 -a cri­
terio de los recurrentes- restringe derechos individuales reco­
nocidos en la Ley y Reglamento citados _que la repetida Ley
de 1975 se obligaba a respetar. . '

Finalmente, -los reclUTentes .estiman. lnfringido el principio
de' seguridad jurídica y de interdicción de la arbitrariedad de
los poderes públicos, pues el Estado, como garante de las obli·
gaciones contrafdas por el Fondo Especial de la MUFACE, no
puede desconocer sus· obligaciones. incurriendo en arbitrarie.
d~ prohibida a todos los poderes públicos, incluso el Legis­
latIvo.

. 2. La Sección Cuarta de este Tribunal acordó. el primero
de abril del presente año admitir a trimite el recurso de 1n­
constitucionalidad a que no. venimos refiriendo y dar tras­
lado del mismo al Congreso, al Senado y al Gobierno para
qUe en el plazo de qutnoe dfas pudieran personarse en el
indicado procedim;ento y formular las alegaciones qUe esti­
maran -oportunas, de acuerdo con el artfculo 34 de 1& Lo O. T, e,

El 21 de abril siguiente se acordó tener por presentado el
escrito dirigido a' este Tribunal por el excelentísimo -sefJor
Presidente del Senado r tener por personado al A bogado del
Estado, en nombre de Gobierno. concediéndole la prórroga
que solicitaba para fonnular las alegaciones que estimara opor·
tunas.· . "

3. En efecto, en diC;ho plazo el Abogado del Estado. en la
rep~sentación referida. compareció y procedió a evacuar el
tráIDlte de alegaciones, lo qUe hizo en síntesis con las siguien­
tes consideraciones:

1.o El· apartado -7 del artfculo 134 de la Constitución sur­
gió de una .enmienda transaclonal_. qUe. en al debate de 1&
Constitución, vino a zanjar 1& controversia entre los parti·
darios de la flexibilidad del sistema tributario, basada en ra­
zones de política económica general, que entendlan negativo
el no dotar de Instrumentos adecuados al poder ejecutivo y
aquellos que defendfan el principio de .buena ordenación de

.la Hacienda". según el cual ia Ley de Presupuestos no debía
ser una vla indirecta para introducir modificaciones qUe de­
berfan. serlo _de una manera frontal, en las' leyes sustan­
tivaS".

El Abogado del Estado recuerda en su escrito el amplio
debate producido en nuestra Patria sobre la naturaleza mate­
rial o meramente formal de las Leyes de Presupuestos y se
inclina por el reconocimiento del carActer fonnal y material
de dicha Ley de Presupuestos. Sin embargo, subraya que es
cuestión distinta la de resolver si dicha Ley presupuestaria
constituye o no un tipo singular de Ley Y en qué consiste
su singularidad. Lo contesta a!irmat.ivamente, al entender que
los artículos 66.2 y 134 de la Constitución configuran la pe­
culiaridad de la Ley de Presupuestos, puesto que ésta es el
vínculo fundamental de la dirección y orientación politico-eco·
nómica de coyuntura, De ah1 la importancia poHUca de 101
debates parlamentarios., y ello es tanto como admitir que la
Ley de Presupuestos. tiene una finalidad institucional precisa
como Ley -económica- de y .8ObM ingresos Y gastos.

A la luz de 10 anteriormente expuesto, al Abogado del Es­
tado le pareoe claro que la Const1tución no ha querido impo­
ner ningún límite expreso al contenido posible de la discl~

pUna del gastO¡ en cambio. el artículo 134.7 de 1& Constitu­
ción, B1 gue aspira a una precisa limitación de 1& función de
la Ley de Presupuestos como vehlculo de reformas tributa-
rias. -- .

En este punto el ,Abogado del Estado reduce el sentido del
artículo 134.7 " una nOI'D\a,..lObre competencia. que declara
incompetente a la Ley de Preiupuestos para crear tributos y la
declara condicionalmente competente para modificarlos: 1& con­
dición para que pueda hacerlo e. que 881 lo declare una, Ley
tributaria sustantiva.

2.. La re'presentación del GObierno pasa, aeguidamente, a
interpretar esta expresión c;te .Ley tributaria sustantiva,. que

,.. ".~'- '."
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':1& contribución .. 101 gastos públicos ha de' re8Jizarse mediante
:.UD sistema tributario justo, inspirado en lOs principios de iguaJ.­
dad ~ progruslvidad¡ y -lID el art1cu1o .53.1 de la propia Const1~

tuci6n cuando establece que los derechos y libertades reconocidos
en el capitulo segundo vinculan .. todos los _poderes públicos.

Se habría querido asf evitar que en una discusi6n sometida
.. un procedimiento pe.rlamentario---.n el que las Cortes tienen
sus facultades limitadae. pudieran verse' obligadas a aceptar
medidas que pudieran atentar contra tales principios.

Sin embargo. como quiera que el tributo tiene. además,
otros fines, previstos en el articulo 4 de 1& Ley General Tri.
butaria.como instrumento de la', política económica general.
que adquieren un rango constitucional en el artfcul0 40.1 de
la Constitución en cuanto obliga a los poderes públicos a pro­
mover ias condicionEIB favorables para el progreso social y'eco­
nómicQ 1 para una ~st:ribudón de la renta más equitativa,
no qqiso el· legislador constituyente prohibir toda modificación
de los tributos sino que 1& permite siempre que la prevea una
Ley tributaria sustantiv...

2.° A partir de talee .presupuestos, los recWTentes sostienen
1& inconstitucionalidad del articulo 36 de la Ley citada porque
contiene una modificación del articulo 20.9.2 de la Ley 44/1978,
de 8 de septiembre, que no aparece fundamentada o autorizada
por· Ley tributaria sustantiva, ya que la modificación se con·
trae a la exclusión de gravamen de los incrementos de patri­
monio obtenidos por enajenación de la vivienda habitual, cuan·
do el total de la renta se reinvierta en la adquisición de nueva
vivienda habitual: y esta modificación excede la previsión que
pudiera alegarse de loa números 1 y 2 de la disposición adi­
cional 2.·' de dicha Ley '4/1978, pcrque la previsión para mo­
dificar tiene un límite temporal (.durante el período de apli·
caeión de la Ley de Presupuestos"}, mientras que el nuevo

. tratamiento se declara aplicable -a las enajenaciones realizadas
en los ejercicios 1980 y 1981: y porque, por otra parte, la pre­
Visión exige un carácter fundado en -razones de política ecO·
nómica.- que no 88 ha expresado' al hacer uso de ella; también
es de tener en cuenta qUe dicha pretendida autorización prevé
la modittcación de las deducciones, porcentajes, límites y na­
turaleza de la inversión prevista en el articulo 29.fJ. mientras
que lo modificado es el articulo 20.9.2, que no establecía una
exención del hecho imponible sino sólo una reducción del im­
porte de los increm~ntos y afecta e. la base imponible, lo Que
incide regresivamente en el impuesto con infracción del ar·
tículo 31.1 de la Constitución al excluir de gravamen los lncre·
mentos de patrimonio cuando el.tota}. de la renta se reinvierta
en la adquisición de nueva vivif'uda.•

3. 0 La inconstitucionalidad de los artículos 37, 38 Y 43 de
la propia Ley se fundamenta -siElmpre según los recurrentes.--,
como se ha dicho. en la infraccif.ln del artículo 134.7 de la
Constitución, en cuanto al arUculo 37. porque altera el ar·
tículo 20 de la Ley 441Hl78. en cuanto al cálculo del valar de

I elementos patrimoniales Que deben tomarse en cuenta para
. - determinar la plusvaHa, mediante el expediente de aplicar al

I valor que resulte, a partir del 1 de enero de 1979. un coeij-
dente del fndice Que por sectores se determine. Tal modifica­
ción no está prevista por Ley.sustantiva tributaria.

En lo que se refiere al articulo ·38, la modificación concierne
al articulo 6 n, de la 5011977• .de 14 de noviembre. respecto a
la forma de valorar las participaciones en el capital social de
Entidades jurídicas, siempre Que no coticep en Bolsa y hubiesen
regularizado su balance. Y "esta modificd'ción nO estA pr~vista

en Ley tributaria sustantiva alguna -según los recurrente8-.
Del artículo -4-3, opinan que éste modifica el tipo impositivo

aplicable a las operaciones sujetas al Impuesto General sobre
el Tráfico de Empresas, sin previsión tampoco en Ley tributaria
sustantiva.

-4. o El recurso fundamenta la pretendida lnconstituciona.
Udad de la disposición adicional 5.- de la propia Ley 74/1980
en la infracción del artículo 9.3 de la Constitución en cuan­
to' éste garantiza, entre otros valores y principios jurídicos,
la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no fa­
vorables o restrictivas de los derechos individuales, la 99­
guridad Jurídica y la interdicción de la arbitrariedad de los
poderes públicos.

A juiciO de los recurrentes, la disposición aludida tiene ca.-
- .ráeter retroactivC1 toda vez qUe su objetivo es incidir en las

relaciones Jurídicas que ligan a los mutualistas de las Mu­
tualida.des integradas en el .Fondo Especial de la MUFACE,
así como los pensionistas qUe perciben SUB pensiones .con
cargo a ese Fondo, con el propio Fondo e. 'indirectamente,
con el Estado, en cuanto 6ste les garantiza el derecho a per­
cibir las prestaciones establecidas. Estas relaciones eran pI'&­
existe~tes a 1& Ley 7411980 y arrancaban de 1& Ley 29/Ul75, de
27 de lunio, sobre Régimen Especial de la .Seguridad Social de
FuncionELrios Civiles del Estado, que había establecido Un sis­
tema de integración. voluntaria de las Mutualidades Genera­
les ele los eliversos departamentos civiles y de aquellas otras
de carácter obligatorio, existentes en los mismos, en la Mu:
tu~idad de F\ulcioneu101 Civiles del Estado (MUFACE) 'l que
artlculó el sistema sobre los prlncJ.pios ele constitución de un
Fondo, formado con todos los bienes, cuotas, recursos y sub­
venciones estatales de las Mutualidades integradas CUYOs so­
cios y beneficiarios conservarían el derecho a 1&'percepción
de las prestaciones que estuvieran en Vigor el 31 de diciem­
bre de lD73. garantizando 1&. MUFAOE la efectiVidad de las
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.,
considera un .tema menare, P&ro le pa.rece claro qu~ .Ley.
significa cualquier texto con, fue~ y .valor de Ley al que ·le
sea constitucionalmente dado inCidir en materias tributa.rlas.
En cuanto a la expresión .sustantlva., le parece que no tiene
ningún significado preciso, pues, según los debates constitu­
cionales, .Ley tributaria sustantiva- vtene a significar tanto
como .preceptos tributarios que están alojados en un cuerpo
legal que no es 1.. Ley de Presupuestos., En. todo caso, el
Abogado del Estado rechaza que -Ley tributaria sustantiva­
pueda Identlfican¡e con la figura de .Ley propia de cada tri­
buto· .
.. -Latunclón.de.-esta.Ley .tributarla sustantiva_es _-según, Jlsta
parta- una función habilitante que tiene atribuida .Ia como
petencia sobre la competencia de la Ley de Presupuestc¡s para
modificar tributos·.

3," El percibir este carácter de -norma de competenci...
.... del articulo 134.7 conduce -según el Abogado del Estado- a

concluir que estas nonnas constitucionales sobre competencia
sólo pueden tener eficacia ·pro futuro.; es decir, que el ar­
lículo 134.7 de la Constitución Sólo puede recibir plena aplica­
ción CU4Udo Se trate de Leyes de presupuestos y de Leyes tri­
butarias sustantivas posconstitucionales. porque no oabe sxi·
gir- a una Ley preconstitucional que tuviera en cuenta ,una
función que sólo atribuye la Constitución.

A partir de e"ta premisa, el Abogado del Estado. estima
que en este recurso se han de tener en cuenta dos Leyes tri­
butaria~ sustantivas: la Ley 5011G77. de Medidas· Urgentes de
Reforma Fiscal (Ley propia del Impuesto Extraordinario sobre
el Patrimonio de las Personas Fisicas). y la Ley W1978, del
Impuesto sobre la Renta de las Personas Fis:cas. Está última
contiene en su disposición adicional 2,· una «pennísión- de
modificación por la Ley de Presupuestos. En cambio. la Ley
de Medidas Urgentes guarda silencio en este punto. Y conti­
núa esta representación jurídica argumentando que la sobre­
venida vigencia de la Constitución ha dado base a aquella dis­
posición preconstitucional, que así ha. pasado, de tener un
mero valor legal ordin'ario a convertirse en una aplicación del
articulo 134.7 de la Constitución. En cambio. la solución no
es la misma respecto al Impuesto sobre el Patrimonio. El si­
lencio, al respecto, de la Ley. de Medidas Urgentese es debido
a que, en el marco legal en que Se desenvolvía, no Se reque­
na la previa habilitación para modificar tributos. Y asi, con·
cluye que este .silencio vale como autorización general para
modificación de la Ley de Presupuestos.

4." ContinQa el escrito del Abogado del Estado refiriéndose
al alcance de la palabra .modiflcarl.... referida a los impues·
tos y le parece claro que se trata solamente de .modifica­
ciones importantes extensas y profundas del sistema tribu­
tario-,

Tras algunas consideraciones sobre la justificación .por
la historia- del articulo 134.7, a que se contr... el recurso y
que estima insuficientemente estableCida, rechaza también su
justificación «por la propia sistemática de la Constitucióo-.
También rechaza.el argumento del «arbitrismo_ y la referencia
al presupuesto como «pacto_ que, se~n dicha parte, sólo· po­
dna entenderSe a guisa de metáfora referida a la .copartl­
cipación en la formación del "indirizzo" politico-económico-j
termina esta parte de las alegaciones examinando las del re;
curso respecto al objeto del articulo 134.7. Rechaza que, de la
Constitución, quepa derivar la necesidad de una limitación
del poder parlamentario de examen y enmienda en fas térmi­
nos que el recurso pretende y, finalmente" arguye que no tia.,
ne sentido hablar de la «garantía de la competencia plena del
Parlamento-, eOli)o objeto del artículo 134.7, como se deriva
de la interpretación que hace de los articulas 31.3, 87.3 Y 94.1
(o, d. el de la Constitución,

5." A pártjr de las consideraciones anteriores el Abogado
del Estado· entra en el examen de la pretendida inconstitu-:
cionalidad de cada uno de los articulas impugnados de la Ley
74/1980, Lo hace, en· sintesis. con las siguientes considera­
ciones:

Al Articulo' 38 de la Ley de Presupuestos para 1981.

Rechaza que el limite temporal de la adicional 2,· de la
Ley W1978 aparezca rebasado porque este articulo se refiera
a las enajenaciones realizadas durante 1980 y 1981. Porque el

hecho de que la vigencia del articulo 36 termine el 31 de di­
ciembre de 1981 np impide que durante su año de vigencia re­
gule un supuesto de hecho. uno de cuyos elementos. la ena­
jenación. pueda haberse producido en 19ao o en 1981, sostie­
ne que el -carácter fundado. deJ articulo 36 no puede negar­
Se porque nada obliga a expresar las concretas .razones de
P?lílíca económica- en que 'se basa, iampoco desborda el ám­
!JIto .material de la disposición adicional 2.·, porque todá re­
dUCCión en base tiene la misma incidencia, sobre la deuda trL­
butaria. que una red'ucción en cuota al tipo medio de grava­
~en y carece de toda trascendencia que Se estableZca la reduc­
CIón de la base por todo el importe del incremento patrimonial
o que se dispong'8 qu.. la parte de incremento que rebaSe 108
dos millones Se reduzca en cuota al lípo medio de gravamen y
si se eligió el modificar el articulo 20.9, en lugar del 29, f).
al que Se refiere la adicional Cileda, ha sido porque presenta
menos complejidades,' .

Con uno u otro procedLmientó, el resulledo es el mismo
porque, vartando la cifra de .incrementos @ patrimonios no

gravados., se está actuando sobre el articulo 28, f), Se está
modificando. uno de 108 elementos que este articulo utiliza para
determinar cuál ea la base 'sobre la que as aplicará el tipo de
deducción. .

El artlcuio 36' no afecta a la Igualdad ante el Impuesto, ni
es injusto, pues no cabe hablar de -plusvalla especuiativ....
respecto a un incremento patrimonial que se reinvierta, en ad­
quirir" otra vivienda habitual.

Bl Articulo 37 de la Ley de Presu~uestos.

El' Abogado <!sl"Bstado·sost\ens·<¡us"este· pre<Jepto,colltiene
una. norma sobre _regulariza.c:ión de activos-; con inCidencia
especial respecto al cálculo de plusvalfe.& y minusvalías en. el
Impuesto sobre la Renta. habilitada por la disposición adicio­
nal 2.", apartado cuart<!, de la Ley 61/1978. del Impuesto de
Sociedades, a cuyo tenor dentro de la Ley de Presupuestos se
podrá .restablecer la vtgencia y modificar la Ley de Regula·
rización de Balances.... ' su novedad. es la actualización por
sectores de los valores de elementos patrimoniales a 1 de ene-
ro de 1979. .

Para la Abogacia del Estado este artlculo L!Dpugnado repre­
senta una nonna de regularización de activos que modifica. la
Ley de Regularización de Balances. Si bien es cierto que todo
esto se rEtfiere a las personas físicas q.ue ejerzan actividades
empresariales, mientras que el al~nce del artículo "37 a.barca.
a todos los sujetos pasivos del Impuesto sobre la Renta. lo'
c~erto es que es una resultante del p::ooceso de inflación f se
trata de. ev~tar con ello incrementos patnmoniales cuyo origen
principal e~tá en la. tendencia inrla.ciolÍ.~ia de nuestra eca.
nomia.

Cl Articulo 38 de la Ley de Presupuestos.
"

Para la Abogacia del Esledo la novedad que aporta para
1981 el articulo 38 se justifica, en su constltuclonalidad, en que
la disposición 2.', -cuarto, de la Ley de Impuestos de Soc:eda-'
des, autoriza, como ha dicho ya. el restablecimientO' y modi­
ficación de la Ley de Regularización de Balances, en C1IYO con­
cepto puede entenderse inciuido el colmar las lagunas sobreve·
nidas por ia creación de nuevas figuras tributarias, como es
el caso del Impuesto sobre el Patrimonio y, si se ha acudIdo.
en vez' de modificar la Ley de Regularización de Balances. que
es a la que- se refiere la disposición adicional 2,· de la Ley
del Impuesto de Sociedades, a modificar el arlículo 8, 'fl, de
la Ley de Medidas Urgentes, es por ser más cómodo y claro.

Además, según el Abogado del Esledo, al ser la Ley de Me­
didas Urgentes una Ley preconstitucional' es expllcab1e su si~
le.ncio sobre la posibilidad de modificación por vla de Ley
de Presupuestos.

DJ Articulo 43 de la Ley de Presupuestos.

Modif;ca los tipos de Impuesto General. sobre 'el Tráfico
de Empresas y, a criterio de la Abogacia del Estado. esta mo­
dificación está autorizada por el artículo 2. párrsCo uno, de la
Ley 41/1990. que es una Ley tributaria sustantlva y, en la mo­
dificación de .los tipos de Impuesto General sobre el Tráfito
de Empresas. debe considerarse incluidos los tipos de recar··
go p_rovincial. ~

6.' Finalmente, la Abogaclá del Estado aborda, en su es­
crito de alegaciones. el tema de la pretendida inconstltuciona­
lidad d.. la disposición adicional 5.- de la Ley de Presupuestos,
Lo hace, en síntesis, con las· siguientes consideraciones:

Al Estima que es necesario partir de la Ley 29/1975. que
establece el Régimen Especial de Seguridad Social de los Fun­
cionarios Civiles del' Estado, la cual pretendió corregir eviden­
tes quiebras, imperfecciones y desigualdades' de la situación
anterior, mediante la _tendencia a la unidad-, pero que ,to­
paba con lo arraigado de las desigualdades entre Mutualida­
dea Generales de los diferentes Departamentos minlstertales.
La conversión de las Mutualidades obligatorias en voluntarias
y la aplicación a las mismas de una paulatina reducc;ón de
subvenciones estatales planteaba problemas !lilas que se quiso,.
dar prudente solución, con el fin de respetar derechos adqui­
ridos o en curso de adquisición. Se creaba un Fondo Especial
con los bienes y derechos de las Mutualidades integradas y, a
cambio, los beneficiarios de las Mutualldade.. integradas con·
servaban el dereCho a la percepelón de las Drestaclones en
vigor, en la Mutualidad respectiva, al 31 de diciembre do 1973.
sin incremento alguno de sus obligaciones, el Estado conce-·
dería la oportuna subvención en el caso de que le. Mutualidad
respectiva no pudiera satisfacer 1.. efectividad de las. presta­
ciones, se prescribia la· disminución palllatina de estas sub- ~
venciones estatales, teniendo en cuenta las obligaciones con· .
traidas, la disminución de los respectivos colectlvQ8 y las pres­
taciones que fueran estableciéndose por MUFACE.

A criterio de la Abogacia del Esledo es patente que. el legis­
lador pretendia romper un sistema injusto, sostenido por me­
dio de la financiación pública de pensiones y prestaciones, sin
embargo, la Ley concede un régimen transitorio más favorable
a las Mutualidades que, siendo obligatorias. desearan In te- .
grarse en el Fondo Especial, las cuales.ven garantizadas sna

-.'
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prestacionea8n Yigor el 3l de diciembre ~ 1173, l1D incremen­
to alguno de sus obligaciones.

Expone el Abogado d.el Estado que el Reglamento General del
Mutualismo Administrativo lnterpretó la conservación del dere­
cho a la percepción de laa prestacionea en vicW al 31 de diciem­
bre de 1973, como oonsentación de 108 dereohOl adquIridos o en
curso de adquisición y que la expresión «sin incremento alguJio
de sus obligaciones. ·determinaba 1& invariabilidad del tipo
de cotit&ciónvigent& al 31 de diciembre. de un3, p~ro que 1&
base de cotización l8I'Ía 1& que resultara en cada momento, de
acuerdo con las nonnaa que se encontrasen en vigor en la
Mutualidad respectiva.

Como quiera que el plazo máximo de un &:tia establecido
para la transferencia de elementOI patrimoniales y materia­
les resultó exiguo. el Re&! Decreto 306/1978 10 prorrogó hasta
el 31 de diciembre de 1978. Y el Real Decreto 306511978 exten­
dió el plazo hasta el 30 de junio de 1979, Este Real Decreto
agregaba que -a partir del 1 de enero ele uno las Mutualida­
des jntegradas no .podrán modiUcar 1ae cuantías de las pres­
taciones vigentes al 31 de diciembre de 1978, las cuales ten·
drán el - carácter de provisionales.. Este precepto, según el
Abogado del Estado, es una -norma preparatoria. de 1& solu­
ción definitiva que pretende d.ar la disposición adicional 5.-

Siempre según la Aboga.cfa del Estado, la disposición adicio­
nal 5.- se dedica a regular, fundamentalmente, un tema de
gasto público: las condiciones en que se hará efectiva la ga­
rantía financiera del Estado para el equilibrio del' -Fondo Es­
pecial•. El Estado garantizaba el derecho a la percepción de
las prestaciones en vigor el 31 de diciembre de 1973 -en la
cuantía en vigor en tal fecha., que -aiemp~ soegún esta. par·
te- era el verdadero sentido de la Ley 29/1975. Con la dis·

posición adicional, el Estado garantiza mAs de lo que garanti­
zaba en dicha Ley: garantiza la absorción y compensación de
laS diferencias de- cuantia de las pensiones vitaUcias comple"­
mentarias, correspondientes ar Fondo Especial entre el 31 de
diciembre, respectivamente, de 1973 y 197B y, hasta que esta
absorción se realice, el Estado se hace cargo del déficit del
Fondo Especial y, respecto a prestaciones que no sean pen­
siones vitalicias, el Estado garantiza la ouantía vigente en
31- de diciembre de 1978. El Estado financia ahora un déficit
que no le era imputable, _debido a que a él ha podido contJ1-.
buir la ambisüedad de la transitoria 1.&. 3, del Reglamento
General del Mutualismo Administrativo. .
~ B) Niega la Abogacía del Estado el cont:enido del recurso,

en cuanto a la supuesta infracción de los principi08 de irretro·
actividad, seguridad jurídica e tnterdicción de la arbitrariedad.
Pues, si bien la disposición~adicionalincide en relaciones Juridi·
cas existentes, como no podía menos, la verdad es que mira
al futuro, aunque establec~ un régimen transitorio, inevita­
blemente, y tiende a evitar la desigualdad en materia de pres­
taciones complementarias, no ya sólo entre funcionarios .civiles,
~o entre éstos y las Mutualidades Militares.

El Abogado del Estado terminaba con la súplica de que
se dictara sentencia por la que, con desestimación del recur­
so en todas sus partes, se declaran perfectamente conStitucio­
nales los artículos impugnados en la Ley 74/1980.

4. El 21 de mayo siguiente Se acordó tener por presentado
el escrito dirigido a este Tribunal por el excelentísimo leñar'
Pre~ídente del Congreso y el de alegaciones a que nos referi·
masen el número anterior. Y seseftaló, para la deliberación
de este recurso, el día 4 de junio siguiente. .

5. El Pleno acordó en 16 de 'junio siguiente ampliar el pla­
zo para dictar sentencia hasta el máXimo permitido por el­
articulo 34.2 de la L. O. T. C.

n,· FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. Como se ha dicho en los ..Antecedentes., el presente re­
curso de inconstitucionalidad oh'ece dos aspectos muy carac~

terizados: de una parte, Se impugnan los articulas 38, 37, 88
Y 43 de la Ley 74/1980, de 29 de diciembre, de Presupuestos
Generales del Estado para 1981, por infracción, en los cuatro
casos, del articulo 134.7 de la Constitución y, además, en 10
qUe se refiere al· primero de dichos artículos, por infracción
de lo dispuesto en el articulo 31.1 de la misma. De otra parte,
68 impugna. la disposición adicional S.& de la propia Ley, por
contravenIr 10 dispuesto en el articulo &.3 de la Constitución.
Merecen un estudio separado. .

2. El artIculo 134.7 de la Constitución dispone: -La Ley' de
Presupuestos no puede crear tributos. Podrá modificarlos cuan­
do una Ley tributaria sustantiva asi 10 prevea._

No se ha alegado en el reour90 la creación 'de impuestos, a
través de los artículos recurridos. La :euestiónaustancialmente
controvertida -si la supuesta modificación de tributos que es­
tos preceptos entrafian está o no habUitada en la forma cons­
tit~ionalmente requerida- no puede· ser abarcada en su Lnts­
gridad si se elude el- examen del significadQ del término ..mo­
dificación., respecto al. que caben diversas interpretaciones,
qUe van desde la muy estricta que quisiera asimilarlo a cual­
quier variación en no importa cuál de los elementos integran­
tes del "tributo o, al menOS, a cualquier variación que redunde
en la cuantía de la deuda tributaria, hasta una interpreta.-­
ción muy lata, qUe concluyese. en que 1& Constitución se re­
fiere tan sólo a aquellas modificaciones que supongan un cam~
bio total en la naturaleza dellmpuesto.

No debemOl conformarn~ _ esta 1.lltima interpretación.
que significaria reconducir 1& mod.i!lcaei6n & la creación de
tributos, cuando la Constitución 18 refiere • ambo. como BU·
puestol independientes.··El articulo 134..7 prohibe en todo caso
la creación de tributol, pero prohíbe también .u modifica,.
cl6n, con la exoepci6D de QU6 ésta aparezca prevista en una
Ley tributaria-sustantiva. Sucede, Jin embargo, qUe la !nter-­
pretación de este precepto constitucional exige que tengamo.•
en cuenta el debata parlamentario del que surgió esta redacción
definitiva, en el curso del cnal .. contemplaron, tanto le.a
razones de nexibilidad del sistema tributario que, a Juicio ~
algunos, requerían, a fin de lervir a una politica económica
congruente, el dotar &1 Poder Ejecutivo de Instrumentoa ade­
cuados para realizarla, como 1& buena ordenación de la aa,.
cienda Pública, que otrosdetect&ban en nuestra tradición legts..
lativa y que exigirla que no le utilioen los PresupuestOl para
introducir modificacionea que corresponden a laa Leyea tribu.
tariaa sustantivas. La conclusión del debate, plasmada en el
texto & cuyo examen nos contraemos, parece significar una
cierta solución de compromiso que, en tanto prohibe indiscrj..;
minadamente la creación de tributos en la Ley de Presupu.e.
toa, permite su modificación, aunque le trate de alteraclo.nell
sustanciales y profundal del. impuesto, siempre que exista v.na
norma adecuada que lo prevea y, en todo caso, no obsta a UJ1
tratamiento en 1& Ley presupu~8taria d. mera adaptación cW
tributo a la realidad.

Se lratarlacle salvar la cua1l!i"""IÓD de la 1"'7 ele !'re....
puestos como vehículo de dirección y orientación de la poUttc&
económica que correspotlde al Gobierno, cuando elabora el
proyecto y en la que participa el Parlamento, en funciÓn pec.

. liar -la de su aprobac16n- que el articulo 66.2 de 1& COnsU.
tucíón en\.l.Dcia como una competencia especifica desdob1&cla
de la genérica _potestad legislativa del Estado-.

Esta especificidad de la función parlamentaria de &pro~
c1ón del Presupuesto conecta con 1& peculiaridad de la Ler.
de Presupuestos, en referencia & cualquier otra Ley. Sfna;u..
laridad, que excede -la cuestión, en estos momentos superada"
del carácter formal o material de esta Ley. Deriva. como ..

ha dicho, del carácter instrumental del presupuesto en rela­
ción con la politica económicaj pero, por otra parte, las Dota
singulares de 1& Ley presupuestaria ha de reconocerse que tam..
bién vienen. impuestas por el hecho de que su debate está, d.e
alguna manera, restringido por las disposiciones reglamentarias
de las Cámaras que regulan su proced1m1ento. Cierto que qUiZA
pueda decirse que tales limitaciones no deriven de 1& Cons-­
titución; pero también lo es. que el requisito de 'conformidad
del Gobierno para toda proposición o enmienda que suponga
aumento de gastos o disminución de ingresos que afecta a CU8/l.
quier Ley envuelve. en este caso una restricción constituclo­
na1 del debate. Y son estas Umitaciones las que determinaron
que 1& propia Constitución reduzca el papel de la Ley de~
supuestos, como vehiculo de reformas tributarias.

3. Cuando se trate de una variaci6D. de UD impuesto, que
no consista en. la mera adecuación ctrcu..nstanc1al del mis·
mo, habrá de cumplirse, necesariamente, la exigencia con&­
titucional de que la modificaciÓn aparezca prevista en una
-Ley tributaria sustantiva.. y procede determinar la aignifi-o
caclón que baya de darse a esta exigencia de 1.1 Constituci6n..

Entre las dos' tesis extremas: 'una de las cuales· interpreta
que Ley tributaria sustantiva es tanto como _precepto o con·
¡unto de preoeptos tributarios que .están alojados en UD cuer·
po legal que no e8 l. Ley de Presupuestos., y la otra, que
promueve la equiparación de _Ley. tributarla sustantiva- con
-Ley propia de cada tributo., debemos inclinamos por una in·
terpretaci6n que redunde en que se trata de una Ley -que:
desde luego no es la Ley de Presupuestos-, pero qUe regula
los elementos concretos de la relac1ó.n tributaria, eludiendo
cualquier generalización.

Si descartamos 1& primera interpretación, aUD Cuando apa.­
rezca fundada en el sentido expresado en algún momento en
los debates constitucionales, e8 porque responde al. eco .de la
equivalencia d~ la Ley de Presupuestos como Ley en sentido
fonnal qUe no traduce la realidad. de este momento. Sin olvi·
dar que la aceptación de esta equivalencia pudiera entradar la
constitucionalidad de una Ley que autorizara a la de Presu·
puestos la modificaciónincUscrLminada de los impuestos, lo que
enervat1a la disposición constitucional & cuyo estucUo proc~
demos. .

Pero tampoco podemos reducir el significado de -Ley tribu­
taria sustantiva- a la Ley que rige cada tributo en concreto..
Esta opinión se justifica en el articulo 9 de la Ley General
Tributaria y, ·cuando se trata de una exégesis constitucional,
debemos rechazar el intento de aprehender los enunciados con~

titucionales, deduciéndolos de normas de rango inferior que.
precisamente, habrán do interpretarse .en lo sucesivo en el
ámbito de la Constitución. Por otra parte, no' responde a 1&
realidad ·la id_ de que cada tributo sólo _ regulado po~

una Ley: su Ley propia.
Estas consideraciones nos oonducen, como ya bemOl ant1~

cipado, a Inclinarnos por la tercera hipótesis: cuando el ar­
tículo 134.7 habla de _Ley tributaria sustantiv8Jo, se remite a
cualquier Ley (_propia. del impuesto o modific:adora de ésta)
que, exceptuando la de Presupuestos, rl;)gule elementos con­
cretos de la relación tributaria.

C~ando 1&. previsión normativa se revele precisa, todav1á
ha de resolverse la cuestión, que plantea la Abogacía del Es­
tado, acerca de si tal requisito, para que la Le)' de Presupue...
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tos pueda modificar tributos. ha de predicurse respecto a las
Leyes tributarias preconstituciona.1es. Y la contrae, para. el
caso que nos ocupa en este recurso, & dos Leyes. tributarias
anteriores a la Constitución: la Ley 5011977, de Medldaa Urgen­
tes de Reforma Fiscal {verdadera .Ley propia- del Impuesto
Extraordlhario sobre el Patrimonio de las Personas Físicas}! y
la Ley 44/1978 del Impuesto sobre la Renta de las PersoDas·
Fisicas. Pero Como esta última, precisamente, en su disposi­
ción adicional 2,-, contiene una ",penntsión_ de modificar, el
tema se centr&, para el Abogado del Estado, en la primera de
ellas Y, por aplicación del principio .tempus re~it actum-, con­
cluye qUe el silencio de la Ley de Medidas Urgentes debe va,..
ler coma autorización para su· modificación en la Ley de Pre-­
supuestos.

Esta tesis parece olvidar que, como reconoce quien la de­
fiende, no puede identificarse .Ley tributarla sustantiva.. con
.. Ley propla de cada tributo-, noción Clue no debe reducirse a
la de un texto.o documento legal únlco. ·10 que equivale a de­
cir que aquel silencio ha podido obviarse, después de la Cons­
titución sl ésta hubIera sido la intención de los legisladores,
mediante un texto con fuerza o valor de Ley que incidiera
en la materia tributarla de que se trata, de forma concreta.

Cierto que el artículo 134.7 de la Constitución' es una nor­
ma sobre producción de normas que. por ello, no se aplica
retroactivamente. Pero ello no autoriza a concluir que el si­
lencio de una norma preconstitucional deba ip.terpretarse como
si fuera una autorización tácita..

. Este Tribunal ha reconocido la doctrina de que no puede
"anularse" una Ley anterior sólo por la ausencia de. requisitos'
ahora exigidos por la Constitución para su aprobaclón y que,
entonces, no podían cumplirse, por inexistentes. Pero aquí no

8e trata de eso: se trata de un texto postoonstitucional. {Ley
de Presupuestos de 1981l. al que le falta un requisito consU·
tucioDal que podría hallarse cumplido futencionalmente. en
un precepto habilitante que también fuera posterior a la Cons­
titución, o, _casualmente... en un precepto habilitante ante­
rior a ella, como sucede con la dispOsición adicional 2.· de la
Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

4. Pero, si la interpretación que precede tiende a posibi­
litar el uso ponderado del sistema tributario, mediante la ade­
cuación de lo que sea preciso para, sin modificación sustan­
cial, realizar la política económica que reclame cada momen­
to. en cooperación del Ejecutivo y las Cortes ~nerales. DO­
cabe omitir, en tal supuesto y menos cuando se trata.ra de.una
verdadera modificación, los imperativos del artículo 31.1 de

'la Constitución, que. al obligar a todQs .& contribuir al soste­
nimiento de los gastos públicos, ciñe esta obligación en unas
fron teras precisas: la de la capacidad económica de cada uno
y la del establecimiento, conservación y mejora de un sistema
tributarlo justo e inspirado en los principios' de igualdad y pro-
gresividad.. "

A diferencia de otras Constituciones, la española, pues, alu­
de expresamente al principio de la capacidad contributiva y.
además, lo hace sin agotar en ella -como lo hiciera cierta
doctrina- el principio de justicia en materia contributiva. Ca·
pacidad económica, a efectos de contribuir a los gastos púbU­
cos~ tanto significa como la incorporación de una exigencia
lóg¡ca qUe obliga a buscar ·la riqueza allí donde la riqueza se
encuentra.

, . Pero el. servic:i~ de esta lógica no asegura, por sí solo...un
slstema tI'lbutatio justo. inspirado en los principios de igual·
dad y progresividad.. ,que pudiera demandar la estimaciÓn in·
dividualizada de cada caso, con respecto a cada uno de 109
tributos que integran el-sistema tributario y. en cualquier su­
puesto en orden al sistema tributario mismo, como conjunto.
atendidas las variantes circunstancias sociales y económicas.

./ Aunque una definición válida de lo qUa debe entenderse por
fusta. a efectos tributa.rios, sería una tarea que rebasa el plan­
teamiento que aquí hemos de. hacernos, lo qua no puede SOS­
layarse es que el legislador constituyente ha dejado bien claro
q!Je !!,l sistema justo que se proclama DO puede separarse. en
nmgun caso, del principio de progresividad. ni del principio
da ¡gualda? Es por ello -porque la igualdad que aquí se recla­
ma va íntimamente enlazada al concepto de capacidad econÓ­
mica y al principio de progresívidad- por lo que no puede
ser, a estos efectos, simplemente reconducida & los términos
d:el artículo 14 de la Constitución: una cierta deslgualdad. cua­
lttativa es fudispensable para entender cumplido este princi·
pio. PrecisaJ!lente la que Se realiza mediante la Progresividad
global del slStema tributario en que alienta la aspiración & la
redistribución de la renta.

5. A. partir de las consideraciones preceden te"s tenemos que
e.xaminar la naturaleza y alcance _de la modificación introdu:­
clda por el articulo 38, con objeto de inferir si es de tal inten­
sidad que afecte al conjunto del sistema desde la perspectiva
de ~os .principlos a que nos hemosrefertdo. SI la. reforma fue­
ra lD~hferente a la luz de aquellos principios, todavfa la in·
constItucionalidad pudiera derivarse de la circunstancia de
haberse producido una modificaciÓD imprevista en los térmi.
DOS del artículo 134:.7.

En lo esencial, el impugnado artículo 36 de la Ley 74/1980
altera la modalidad del beneficio que ya venía concedido por
la legalidad anterior al contribuyente, que obtienQ un incre­
mento del patrlmon~o por enajenación de 'iU ,"ivienda ha.bitual.
Hasta 1& Ley de ~Supuestos de 1981 el beneficio consistía

en una combinadón de desgravación ett la base· -art1culo 20.
9.2- Y deducción de la cuota -artículo 21. n_ (amboll de la
Ley «/1978l. La nueva red:acei6n que surge del artículo 3e
de la primera de las- citadas Leyes impUca que el contribuyen­
te, en las mismas circunstancias, obtiene ua· incentivo fiscal
CUyo tratamiento técnico es distinto. pero no así au natura·
leza y finalidad.

No puede dectrse que este nuevo tratamiento, de un bene­
ficio ya .establecido, atente a la igualdad en el aentido en que
se' expresa el artículo 31.1 de la Constitución. Como ya hemos
tenido ocasión de decir, 'la igualdad a que se contrae est¡, pre­
cepto constitucional atiende a un tratamiento fiscal diverso de
los contlibuyentes. a pesar de concurrir las mismas circuns­
tancias' en todos ello•. Sin embargo. en, este caso, cuando los
recurrentes invoca.n la d.esigualdad. se refieren a un tratamien­
to legal diverso entre las plusvalfas obtenidas a título oneroso
y las que derivan de título lucrativo, desigualdad. cuyo origen
no está en el artículo 36, sino en los apartados del artículo 2D
de la. Ley d.el Impuesto sobre la Renta no modificados por
aquél. En todo caso, nada tiene que ver este supuesto trata­
miento técnico desigual con las exigenci8& constitucionales de
igualdad y progresividad en el sostenimiento de las cargas
fiscales. "

Tampoco puede aceptarse que -como postulan los recurren­
tes- el artículo 36 quiebre el principio de justicia al ..no discri­
minar las plusvalias especulativas de aquellas otras que no
tienen este carácter... Se trata, en ambos supuestos•.de incre­
mentos reinvertidos en vivienda haBitual, lo qUe hace que la
finalidad especulativa quede descartada. '

Se ha apuntado también a la regresividad qUe. implica esta.
alteración del contenido literal del artículo 20.9.2 de la Ley
del Impuesto de la. Renta de las Personas Físicas. Aun si ha­
cemos abstracción al hecho de que la regresividad de una norma
tributaria ~be apreciarse en términos globales y no en rela­
ción con un precepto aislado, lo cierto es que, en este caso,
los recurrentes acusan la regr-esividad en un sentido muy pecu­
liar: mientras que la significación habitual, en el orden tribu­
tario, de la regresividad atiende a una incidencia de una medida
fi~cal en la economía del contribuyente, de forma inversa a
su capacidad contributiva, de suerte que. al contrario de lo
que· exige el principio de progresividad, el tipo de gravamen
se reduce a medida que aumenta la base, aqui la acusación
do... regresividad se refiere a la comparación del nuevo régimen
legal con la normativa anterior. Es decir, no se trata de com­
parar la incidencia de la norma en economIa. diversas, sino
de relacionar uno y otro régimen.

Pero es que tampoco puede afirmarse que el articulo 36 de
la Ley 74/1980 implique modificación del" tributo en los térnü­
nos a que nos hemos referido más arriba. La. alteración del
contenido literal de) artículo 20.9.2 no afecta a la naturaleza
del· impuesto, pero tampoco desvirtúa ninguno de sus carac­
tereS esenciales ni siquiera puede decirse que, en cuanto recae
sobre p.n cáncreto beneficio fiscal, concedido en circunst3,ncias
también muy concretas, suponga otra cosa que una. extens:6n
de la desgravación prevista en el artículo 29, aun cambiando
la forma de realizarlo y, por tanto, amparada en la previsión
de la disposición adicional 2.- de la Ley del Impuesto.

8. El articulo 37 de la misma Ley 7-4/19/jO figura, igual­
mente. entre los tachados por los recurrentes de i.."'lconstituc:io­
nalidad.. por infracclón del articulo 134.7" de la Constitucioh,
es decir. por. suponer una modificación del Impuesto no pre­
vista en Ley tributaria sustantiva:-

Este articulo 37 introduce una alteración en el 'artículo 20
de la Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.
en cuanto el apaitado primero de dicho art1culo 20 considera
como incrementos.. o disminuciones de patrimonio las varia­
ciones que se pongan de manifiesto con ocasión" de cualquier
alteración en la composici6n de aquél. Pues bien, el artícu­
lo 37 citado señala., en cuanto a las transmisiones realizadas
durante .el" año 1981. y siempre que haya mediado más de un
año desde la fecha en que' se adquirió el bien que ahora se
transmite, que el posible incremento o d.isminución patrimonial
8e detenninará aplicando al valor 'de adquisición que resulte
a partir del 1 de enero de 1979, según las normas vigentes, 'el
coeficiente d'6l indica por sectores que reglamen~amente se
determine. Se trata de la introducción de una regla que afec­
ta a ladeterminaciÓD de 1& base imponible. novedad que 98
dice prevista. en la disposición adicional 2.- de la Ley 81/1978.
del Impuesto sobre Sociedades. Esta adicional establece que
..dentro de la Ley de Presupuestos. y COIr efectos durante el
período de aplicación de' la misma, 88 podrá, por razones de
poI1t1ca ec.onómica.... restablecer la vigencia y modificar la
Ley de ,Regularización de Balances de a de lunio de 1964.. _

La regularización dé balancea tiene 'Sentido con respecto a
quienes ejercen actividades empresariales. pues su finalidad
es actualizar los valores contables. adecuándololl a las varia­
ciones suscitadas por el alza de precios, a fin de evitar la des­
capitalización de las empresas. implícitas en un proceso ion..
cionista. El arUculo 'SI de. la Ley de Presupuestos. si bien coin·
cide con lo qUe ea una regularizaciÓD de be.lances, en su sig­
nificado de actualización de valores. mediante la fiJación de­
unos índices. d~ieN de ella en cuanto se refiere a todas las '.
personas físicas suletas &1 Impuesto sobre la Renta y lo hace;
COD el objetivo de- adaptar el cálculo de 1& plusvalfa, en el .•
~omento en que se transmite el bien J &, loa exclusivos efec-
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W:s -del impuesto de que se trata, NO" puede invocarse, por tan·
to, para )e~timarlo. la tUsposición adicional '''.- de la Ley tll/
1978, Pero lo que hace· el articulo 37 88 una adecuación a la
Ktual 'SituaCión inflacionista que responde a la naturaleza del
Impuesto 80bre la' Renta qUe ha de contemplar incrementos
reales, no mtmetarios: No se trab\ de modificación del impu.es­
io que -requiera previsión normativa.

7. El artículo SS de 1& Ley 74/1980 actúa sobre el sexto de la
Ley 50/1977, de 14 de noviembre, qUe se refiere a la valora-.
ci6n de participaciones en el capital social. Hasta ahora la
valoración de aquellas que no cotizan en Bolsa se hacia "58­
gún el valor teórico resultante del último balance aprobado.,
A pe.rt1r de la 'Ley 7411080 se establece, a condición de qUé 88
haya regul.arizado el balance, que Be )luede optar por capi­
talizar, ..) tipo ele) 8 por lOO, el promedio,de los beneficios de
los ,tres ejercicios cerrados con anterioridad a la fecha del
devengo ,del -impuesto. -

Para, la. Abogac1a del Estado le trata, simplemente, de una
apUctLCiónde la disposición adicional 2.·, 4.°, da la Ley del
Impuesto de Sociedades, que autotiza el restablecimiento ymo­
dificaci6n, por via de la Ley de Presupuestos, de la Ley de Re­
gularización de Balances, Cierto que esta Ley no podía pre­
ver las repercusiones de. operaciones de regularización sobre

figuras tributarias por entonces inexistentes, como el Impuesto
sobre el Patrimonio. A la representaci6n jurídica del Estado
le parece razonable que, dentro del restablecimiento de 1..
Ley de Regularizaci6n de Balances, se incluyera -el colma,r
las lagunas sobrevenidas por la creación de nuevas figuras
tributarias:>, lo que tendría por efecto evitar la desigualdad
entre los accionistas de Sociedades que cotizan en Bolsa (que,
al ap!\car la valoración de mercado, han reducido el valor pa­
trimoniaJ. de sus titulos) y los que no cotizan en Bolsa. .'

En, primer ténnino, ein ~mbargo; es preciso' destacar que no
se trata de una norma que regule los efectos fiscales de la re­
gulariznción de balances: se trata. más bien, de la introduc­
ci6n de un sistema optativo de valoraci6n de la b&:Se imponi­
ble. para cuya aplicación se exige que la sociedad, en su dia,
haya rogularizado el balance, y que lleva consigo un beneficio
tiscal par", aquellas sociedades en las que el promedio de los.
beneficios 'de los tres eJercicios cerrados con anterioridad a la
fecha del devengo del impuesto sea inferior al 8· por 100. No
lJe prevé, por tante, un efecto fiscal, como consecuencia' de la
regularizaci6n: se concede un peneficio fiscal de naturaleza
Independiente de la regularización a quienes hayan regulariza­
do. A 'ello hay que aAadir que la Ley que se supone autoriza
la modificación es la Ley del Impuesto de Sociedades,.y la Ley
de Presupuestos. utPiza esta autori7..aci64 para: a) regular una
fjgura tributarla (1mpuesto sobre el Patrimonial que nada tiene
que ver con aquél; b) hacerlo en relación con los efectos pro­
ducidos sobre ·unos sujetos pasiVOR (personas fisicasJ excluidos'
del ámbito de la Ley del Impuesto de Sociedades; c) hacerlo
pa.rtiendo de unos presupuestos que s6Io !!Ion referIbles a algu·
nas y no a todas las entidades sujEtas al Impuesto de Soci"'·
dades. '

Por otra parte, no se trata dt;l una mera adaptación,. sino
de un cambio 'en e'. sistema de valoración de la base imponible
que puede llevar a desvirtuar la naturaleza del impuesto, por
cuanto hace posible que no aparezcan en lá base imponible de
UD impuesto que grava precisamente el patrimonio, yno los
beneficios, las participaciones en el capital socjal de entidades
jll.rídicag cuyos títulos no coticen en Bolsa.
. Fi:J.a!mente, el Carácter optativo de dicho sistema de _val.o_
ración, y el hecho de' que Se aplique exclusivamente a las
&o:;oo.OOes y no .& las empresas individuales, y dentro de las
primeras s610 a las qij.e han sido objeto d~ regularización, in­
troduce, además, un elemento de discriminación que no se en­
cuentra justificado, si es que con dicho sistema lo que 8e par­
ligue es una mejor valoración de 1.& base 1mponible.

.8. El artIculo 43 de la Ley eleva los tipos de 1,as Óperaciones
lujetas al Impuesto GeneraJ. labre el Tráfico de las Empresas,
con alguna excepción. También, oon ciertas exoepciones, eleva
el tipo impositivo del recargo provincial; iOdo ello Umitado al
ámbito temporal del presente afta. .
. Esta modificaci6n está prevista ~r 8l artículo 2.°, pé.rrafo 1,
de la Ley 41/1980. de S de Julio - ..En las Leyes de Presupuestos
de cada afta podrlul modificarse los tipos de Impuesto general
sobre el Tráfico de Empresas..-, precepto legal integrado en e',
conjutlto de normas- que :regulan direc~mente las figuras tri~

butarift" y se remiten a sus elementos· concretos y no a su par­
te formal y, por tanto, que reúne los requisitos 'que antes esta­
blecimos como determinantes del concepto de _Ley tributaria

_sustantiva.. , Y, por otra parle, tampoco la alteración que el ar~

tfculo 43 de la Ley de Presupuestos Introduce, en e" Impuesto
General sobre el Trético' de Empresas puede decirse que exceda
de la finalidad de realización concreta de 1& poUtic,a econó­
mica;

9. Respecto &'la controvertida constitucioneJ.idad. de la dis­
posición adicional 5.- de 1:& Ley 74/1900. cuyo texto, que -surge
de una f!nmienda transaccional del; grupa parlamentarios .Unión
de Centro Deniocrát1coa~fue votado favoráblemente por "" de
los 64, parlamentarios hoy recurrentes, debemos previamente
examinar las 'consecuencias de este hecho, en orden a la posible
aplicaci6n al caso de la -doctrina de los aotoa propios:> (¡u_e,
_ad. cautelan:>, invoca la Abogacía del Estado. '

La teoria de que -nadie puede ir conU:a...sus propios actos.
ha sido aceptada por la Jurisprudencia, al; estimar que .. lo fun­
damental que hay que proteger es la confianza, ya que el no
hacerlo es. ate.car a la buena fe que, ciertamente. se basa en
una coherencia, de comportamiento en las relaciones humanas
y negociales•.

Es ésta una doctrin'a que, al menos respecto a los países
cuyo sistema jurídico nos es más afín, adquiere su desarrollo
lJ'l.ás relevante en el ámbito del Derecho Privado -la Jurispru­
den.da se refiere a quienes han suscitado esa confianza oon
su _conducta "contractua~". y a la relación entre personas
_dentro de un "convenio Juridico"a.

La exigencia de atenerse a las consecuencias de los 'propios
actos .es tanto mAs insoslayable cuanto el contenido de tales
actos esté en la disponibilidad de quien así ae manüiesta. Qui­
.zá no sea susceptible ele predicarse oon igua.!, fuerza en el or­
den político constitucional. En aras de una coherencia que sería
deseable informara siempre actos de esta trascendencia, no
debemos abstenernos de entrar en el fondo•.haciendo preva­
lecer la hipotética defensa de la. buena fe a la defensa de la
Constitución, que es la tarea. que nos incumbe.

Como reconoce la Abogacía del Estado, ni la Constitución
ni la Ley Orgánica de este Tribunal exigen como condición de
l&gitimación -para el paso del articulo 31.1.c), de la L. O. T. C.­
el voto contrario. o al menos la abstención. Sin olvidar que
otro principio general exige que toda renuncia de derechos debe
ser explícita, clar.,tenninante e inequívoca, y aunque, debido
a la protección que se debe d.ispensar a la buena fe, se ha
dec:arado que la renuncia puede infertrse de la conducta de
los titulares del derecho, no es lícito deducirla, r menos en
el ámbito constitucional. de una conducta no sufIcientemente
expresiva del ánimo de renunciar.

10. La supuesta inconstitucionalidad de la disposición adi­
cional S.- se fundamenta por los recurrentes en el artículo 9.3
de la Constitución, .en cuanto éste garantiza: A) '.& lrretroacti·
vidad de las disposiciones sancionadoras no favorables o res·
trictivas de derechos individuales; Bl la seguridad jurídica:
CJ la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos.

Es innegable que una reforma del Mutualismo Administra­
tivo, acometida a partir de una situación Jurídica anterior, pIs·
g&da de quiebras, ,insuficiencias y desigualdades entre ulJ~ "i
otras Mutualidades y Montepíos existentes, sos~enidos por muy
dispares sistemas de cobertura, que determinaba, para a1.gunos
beneficiatios, prestaciones al menos satisfactorias. mientras que
otros colectivos se desenvolvían en plena carencia de recursos,
es difícil que pueda evitar, si propicia la unidad y la elimina­
ci6n de desigualdades, rozar el limite impuesto por el respeto
de _todos:> los dérechos y _todas:> las expectativas. y se com·
prende que despierte el recel.o de los menos favorecidos por la
reforma.

Cualquier proyecto legisla.tivo de esta 1ndole; mAxime si im­
plica la transformación de un sistema que contiene un compo­
nente sustancial de naturaleza pública f'statutaria, es capaz de
movilizar dialécticamente, en sentido opuesto, dos principios
constitucionales: el de la igual.dad y el de la seguridad, susci­
tando una tensi6n, entre los mismos que es preciso afrontar
mediante la búsqueda del equilibrio deseable que, sin que pa·
dezcan ni uno ni otro de estos principios, consiga, al mismo
tiempo, posibilitar la función reformadora de la Administra­
ción Pública, permitir la -.Iternativa ~egftima de las diversas
opciones constitucionales, que determina el pluralismo politico
'1 promover la Justicia sin incurrir en arbitrariedad.

Los principios constitucionales invocados por los recurrentes:
lrretroectividad, seguridad, interdicción de la arbitrariedad, co­
mo los otros que integran el artículo "9.3 de :'.a Constitución
-legalidad, jerarquia normativa, responsabilidad- no son com·

,partimentos estancos, sino que, al contrario. cada uno de ellos
cobra' valor en funC'16n de los demás y en tanto sirva a pro­
mover los valores superiores del ordenamiento jurídico que
propugna el Estado social y democrático de Derecho.

En especial, '~ que acabamos de afirmar puede predicarse
de la seguridad jurídica, que es suma de certeza y leg~lidad,

Jerarquía y publicidad normativa, irretroactividad de lo no fa­
vorable, interdicci6n de la arbitrariedad, pero que, si Se ago­
tara en la adición de estos principios, no hubiera precisado de
ser formulada expresamE'nte. La seguridad lurídica es la suma
de estos principios, equ1l1brada de tal !!Iuerte que permita pro­
mover, en el orden jurídico. la Justicia Y ~ igualdad, en ti·
bortad.

La disposición adicional S.· es una norma cierta. precisa y
formalmente publicada. No se aduce lo contrario. la seguridad
Jurídica -no se ve afectada por inc'umplimiento de estos Pequi­
sitos. Cabe interrogarse acerca de su posible carActer retroac­
tivo: pero si ,lo contestamos afitmatlvamente, no puede decirse,
sin más" que ~sa retroactividad engendre inconstitucionalidad.

El Ordenam.iento 1urídico, por su propia naturaleza, se re·
siste a ser. congelado en 'un momento histórico determinado:
ordena relactones de convivencia humana y dlilbe responder a
!a realidad &OCial de. cada memento, como instrumento de pro".
greso y de perfeccionamiento. Normalmente, lo hace asJ, al es­
tablecer relaciones .pro futuro:>, Pero difícilmente una norma
puede evitar que la regla de futuro incida sobre relaciones ju·
rfdlcs's pI'Elf"xistentes, que constituyen el baaanrilnto de las re­
laciones venideras, y es par ello que, a menudo, tales nonnaa
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deben contener un.. cautelu de transitoriedad que reglamen~
tan e~ ritmo de la sustitlaC16n de uno por otro régimen jurtdico.
La incidencia d. 1& norma nueva sobre relacion8a con~grad&l
puede afectar a situaciones agotadas. Entoneea puede aflImarse
que la norma el retroactiva. porque el tenor del articulo 2.3
del Código Civil no exige que expresamente disponga la retro­
actividad sino Q.ue ordene que sua afecto. alcanzan a talea
situaciones. Pero la. retroactividad seré. inconstitucional sólo
cuando se trate de disposicione. sancionadoras no favorables
b en la medida que restrinja derechos individuales.

Los recurrentel invocan, en eete caso, la retroactividad rea·
pectG a situacionet luridical regidas por la Ley 29/1975, que
pretendió establecer el Régimen Especial de Seguridad Socia.!
de Funcionarios Civiles del Estado. 2s, por tanto, a este régi·
men legal al Q.ue debemos remitir nuestro análisis. Si esta
análisis concluye en que 1& disposición adicional 5.- no. res·
tringe los derechos individuales regidos por él. de forma tal
que pueda ser tachada de. inconstttucionalidad, podremoa pras·
cindir del Decreto 3065/1978, actualmente csub judiee_. en la
'urisdicción Contencioso·Administrativa" que sólo cobrarla 1m.
portancia si el análisis concluyera en .l.a lnconstitucionalidad de
la disposición a.dicion&1 5.- confrontada con la Ley 29/1975, por·
que, en tal caso. la vigencia del Decreto. que incide en aquella
legalidad en el mismo sentido que la Disposición aqui impug·
pad,a. no dejaría de tener SUJi consecuenciae. Apresurémonos a
decir que lllo disposición adicional 5.- de la Ley de Presupu~

tos no debe Si3'1' considerada Inconstitucional por restrictiva--si
10 fuera- de derecho. Individuales regidoa por 1& Ley 29/1975.

Cierto es que, a 101 problemas del Mutualismo entonces exis­
tentes, se quiso dar .prudente solución-, -con el fin de raspe.
tar derechos adqulrldol o' en curso de adquisiclón_. Y la
J.ey 20/1975 lo hizo. muy concretamente. conservando a loa
beneficiarios el derecho a la percepción .de las prestaciones
que estuvieran en vigor¡ en la Mutual1dad respectiva. al 31 de
diciembre de 1973. liD. incremento al~o de SUB obllgaciones_.

Parece. en una primen. aproIimaclón al tema. como .i el
núcleo de la cuestión controvertida no consistiera en otra cosa
que detenninar si esa expresión -en curso de adquisición_
envuelve una garantía, no ya· de la cuant1a de las prestaciones
estáticas a~ 31 de diciembre de 1973, sino de las expectativas
acordes con el régimen Jurídico vigente en 1& misma facha y
establecido en los respectivos estatutoe, expectativas frustradu
por la disposición adicional 5.- Pero no ee éste. el plantara.
miento correcto, desde el punto de vista de 1& constitucionalt·
dad. Desde el punto de vista de la constitucionalidad, debemol
rehuir cualquier intento de aprehender '.a huidiza teoría de
los derechos ad~iridos. porque la Constitución no emplea la
expresión .derechos adquiridos-. y es de suponer que los cons­
tituyentes la soslayaron. no por modo casual, sino porque la
defensa a ultranza de los derechos adqulrldoa no casa. con. la
filosofía de la Constitución. no responde a exigencias acordes
con el. ES.tado de Derecho que proclama el artfculo 1.0 de la
Constitución; fundamentalmente, porque esa teoría de los de-­
rechos adquirido.. que obliga a le. Administración y a los
tribunales cuando examinan la legalidad de loa actos de la
Administración, no concierne al Legislativo ni al Tribunal

.Constitucional cuando prooede a 1& funciÓD de defensa de', or-­
denamiento, como intérprete de la Constitución. Cuando 8e
trata de la defensa del ordenamiento constitucional, .hemol de
tener en cuenta que el concepto de ederecho individual_ no
puede confundirse con el ciUl quaes1tum-; el 9.3 -en todo o
en parte- alude & loe derechos fundamentales del titulo J
y, para al.gunOl, parece incluso excesivo que el principio CODI·
titucional de la lITetroactividad alcance a las Leyes. restrin·
giéndolo a loa Reglamentos. El principio de .lrretroactividad del
articulo 9.3, en cuanto a las Leyes. concierne sólo a las sanc1o·
nadoras no favorablee, y a ~u restrictivu d. derechos indiV1·
duales, en el sentido que hemoa: dado & eata expresi6n. Fuera
de ello. nada impide, constitucionalmente, qUe el legislador
dote a la Ley del A.mbito de retroactividad que considere' apore'
tuno.

En todo caso, ya hemos sugerido que la trretroactividad de
1& disposición restrictiva de derechoi no puede· ser trascendida

Salo PrUnsrtl. BecurlO et.~ número 411/1981.
Sentencia de 23 fU julio eH HNJl.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compuesta por
don Manuel Garcfa Pelara Alonso, Presidente. y don Angel
Latorre Segura, don Manuel Dfez de Velasco Vallejo, doña Glo-­
ria Begué Cantón, don Rafael Gómez-FetTer Morant y don Angel
Escudero del Corral, Magistrados, ha prGnunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo número 4611981 promovido por 1&
~ Procuradora doi\a María Cruz Gómez·Trelles' Peláez en nombre

y representación de don X. Y. Z., bajo la dirección del Abogado
don LUis .García Bravo Toribio, contra las sentenciae del Juz-

del tema de la interdicción de la arbitrariedad. El Juicio de ~..
arbitrariedad suele remitirse a la actuación del Ejecutivo; m4a
concretamente, a la actuación de la Administración Pública.
En este sentido••arbitrarlo- equivale· a DO adecuado a la leg~
lidad.. y ello tanto sl se trata de acUvidad reglada -infracción
de '.a norma- como de actividad discrecional-desvtación de
poder-, etc. Pero la Constitución se refiere a todOl loa pode1"9
públicos, y al hacerlo asf. introduce -como alguien ha dicho­
\ID arma revisora en lllaDOS de los tribunales ordinarios y del
Tribunal Constitucional. Cuando se habla de la arbitrariedad
del Legislativo, no puede tratarse de 'a adecuación del acto a
la norma, pero tampoco puede reducirse su examen a la oon'"
trontación de la disposición l~al controvertida con el precepto
cOnstitucional que se dice violado. .

El acto del Legislativo se revela arbitrarlo. aunque' re~
tara otros principios del 9.3 cuando engendra desigualdad. Y no
ya desigualdad referida a la discriminación -que ésta concier·
ne al artfculo 14-, sino a las exigencias que el 9.2 conlleva, a
(in de promover-la igualdad del individuo y de los grupos en
que 68 integra, finalidad que, en ocasiones. exige una poHtica
legislativa que no puede reducirse a ~a pura igualdad ante
1& Ley.

El recurso denuncia .una grave injusticia en relaci6n con
101 mutualistas afectados.. sin pormenorizar en qué consiste
la arbitrariedad, qué sector el el afectado por la posible des·
igualdad de trato. Es decir, que se omite la carga que incumbe
• la pa.rte recurrente .de colaborar con 'a justicia del Tribu·
nal en un pormenorizado análisis de las grandes cuestiones
que se suscitan_ -como hemoa dicho en nuestra sentencia de
8 de abril de 1981.

Los datos que poseemos, por el contrario, revelan que la
disposición impugnada consolida el principio de unidad, que
~ende a obviar privilegios de algunos funcionarios, respecto a
tos demás. sin afectar situaciones consolidadas. Se trata. por
ianto. de un texto legal que opera en la dirección de loa prin·
cipioa constitucionales consagrados y tiende a realizarlos, sin
tacha de desigualdad~ antes al contrario, procurando la igualdad.

El cambio de régimen Jurídico que se denuncia no supone
la supresión de ninguna prestación ya coni!iPlidada. Por otra
parte, la, reducción progresiva de prestaeion8a no afecta a 'al
ya percibidas o devengadas. TamPQco están en cuestión las
expectativas de actualización de las prestaciones presentes de­
rivadas de los medios económicol aportadoS por los mutualistas.

SI a esto se añade la posibilidad, intacta, no ya sólo de que
las Mutualidades disconformes revoquen su integración en el
Fondo Especial, sino que también lo hagan lOS mutualistas que
ingresaron a título individual, en las condiciones derivadas de
la Ley 29/1975, que no aparecen aludidas por la disposición
adicional 5.· de la Ley 74/1980, hemos de concluir en la. cons·
ti.tucionalidad de esta disposición.

FALLO

En· atención a todo lo expuesto, el'Tribuna', Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE. LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NACION ESPAJ'lOLA,

Ha decidido:

Estimar parcialmente el recurso y, en su virtud, declarar 1&
inconsUtuciona1id3d del articulo 38 de la Ley 74./1980, de 29 de
diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 1981. y,
consiguientemente, su nulidad.

PubUquese en el .Bo' etúl Oficial del Estado_.
Dada en Madrid a veinte de Julio de mU novecientos ochen­

ta y uno.-Manuel Garcfa Pelayo y Alonso.-JerOnimo A1'Qza­
mena Sierra.-Angel Latorre Segura.-Manuel Diez de Valaseo
Vallelo.-Francisco Rubio Llorente.-Gloria Begué Cantón.­
Luis Dfez Picazo.-Francisco· Tomás y Val1ente.-Rafael GÓmez·
Ferrer Morant.-Angel Escudero de~ Corral.-Plácido Ferntmdez
Viagaa.-Firmados y rubricados.

gado de Distrito de Leganés de 25 de junio de 1980 y de la
Audiencia Provincial de Madrid de 23 de febrero de 1981. En ea
proceso han comparecido el Fiscal general del Estado. y doña
A. B. C.. representada por el Procurador de los Tribunales don
Felipe Ramos Cea, bajo la dirección del Letrado don Miguel An·
gel Calle Izquierdo. siendo ponente el Magistrado don' Rafael
Gómez·Ferrer Morant.

l. ANTECEDENTES

1. Con fecha 10 de abril de 1981 la P:rocuradora dof'1a Maria
Cruz Gómez-Trelles Peláez. en nombre y representación. de don
X. Y. Z., presentó demanda de amparo constitucional en súplica
de que este Tribunal declare la nulidad de las sentencias del
Juzgado de Distrito dé Leganéa de 215 de lunio de 1980, dictada
en el juicio de cognición número 19()11980 sobre resolución de
contrato de arrendamiento de vivienda, y de la Audiencia Pro...
vincial de Madrid de 23 de febrero de 1981 que la confirmó al
resolver el recurso de apelación formulado; solicita tambié.

I, ,


